            

Honorable Cámara de Diputados

 de la Provincia de Buenos Aires


PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados sancionan con fuerza de

L  E  Y

Artículo 1º: -AMBITO DE APLICACIÓN- Establézcase por la presente un marco normativo y procedimental para el tratamiento de los requerimientos o informes a las distintas reparticiones públicas, y comprendiendo a la Administración Central del Estado Provincial, a sus Entes Descentralizados y Autárquicos.

Artículo 2º:  Los Pedidos de Solicitud de Informes dirigidos al poder Ejecutivo, aprobados por cualquiera de las Cámaras de la Legislatura de la Provincia de Buenos Aires, deberán ser comunicados por la Presidencia de la requiriente dentro de los cinco (5) días hábiles inmediatos al de su aprobación.

Artículo 3º:  -PLAZOS-PROCEDIMIENTOS- El Poder Ejecutivo deberá responder el pedido dentro del plazo de veinte (20) días hábiles, computados a partir del día siguiente al de su recepción.


Cuando la complejidad del asunto lo justifique, el Poder Ejecutivo podrá  solicitar una prórroga por ante la Cámara requiriente, con anterioridad al vencimiento del plazo original. Dicha prórroga se concederá por el Presidente de la Cámara, por única vez y por el término de quince (15) días hábiles.

Artículo 4º:. Vencido el plazo -y el de prórroga si la hubo- el Presidente de la Cámara requiriente, por sí o a instancia de un integrante de la misma, deberá reclamar la devolución del pedido de informes debidamente cumplimentado dentro del plazo de cinco (5) días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la notificación del pedido de devolución.

Artículo 5º: -LEGITIMACIÓN- Quedarán habilitados para exigir las respuestas de las reparticiones públicas, y respetando las formalidades prescritas los siguientes funcionarios u organizaciones:

1- Presidente de la Comisión Interna de cada Cámara en donde se aprobara el proyecto. 

2- La presentación de  diez (10) diputados y/o senadores.

3- Los Municipios que acrediten interés temático, institucional y/o económico en el ámbito de su competencia jurisdiccional.

4- Toda entidad intermedia u ONG´S con personería jurídica en la provincia de Buenos Aires y que sus objetivos tengan afinidad o relación con la iniciativa pendiente de respuesta.

Artículo 6°: -SANCIÓN- Determinado el incumplimiento del titular de la repartición pública que persista en no responder a la comunicación, y al margen de la responsabilidad administrativa específica, los funcionarios públicos involucrados serán pasibles de las sanciones y multas que prescriben los arts. 396 y 397 del CPCC.
Artículo 7°:  Transcurridos los plazos señalados en los artículos precedentes –y no mediando respuesta- el Presidente de la Cámara requiriente, deberá remitir copia autenticada de los antecedentes al Señor Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires, a fin de que labre las actuaciones pertinentes y entable la acción judicial o administrativa que corresponda.
Artículo 8º: Los principios, facultades y derechos consagrados en forma precedente son operativos sin necesidad de reglamentación, y acreditada la legitimación podrán ejercerse los reclamos perseguidos por la vía del recurso administrativo o judicial pertinente.

Artículo 9°:   Derógase toda normativa que se oponga a la presente.

Artículo 10°: Comuníquese al Poder Ejecutivo
FUNDAMENTOS


Resulta una situación común a ambas Cámaras de la Legislatura, que los Pedidos de Informes por cualquiera de ellas aprobados, no sean respondidos en tiempo y forma por los funcionarios a los cuales van dirigidos.


Es justo mencionar que esta morosidad es de antigua data y no el resultado de una determinada composición de la Legislatura y/o el Poder Ejecutivo.


Es evidente que los pedidos de informes generalmente responden a cuestiones coyunturales, que por lo tanto demandan una respuesta rápida, que de no producirse, desvirtúan el sentido del interrogante planteado.


Existe un vacío normativo que regule las obligaciones que deben cumplimentar quienes son destinatarios de los pedidos de informes, a cubrirlo, apunta el presente proyecto, que recoge antecedentes similares, como por ejemplo iniciativas presentadas tiempo atrás en el Honorable Senado por los entonces senadores Héctor Bertoncello y Horacio Morete (Exp Nº E-6/94-95)


Los tiempos modernos requieren la necesidad de generar nuevos y mejores mecanismos de contralor, algunos preestablecidos por la clásica división de poderes del estado y otros por la imprescindible participación de la ciudadanía, y aquí obviamente la respuesta no puede limitarse al protagonismo electoral del hombre común ni siquiera a los destacados instrumentos modernos de democracia semidirecta.


Hacemos referencia a la obligación periódica que existe en las democracias avanzadas, -y que a ello deberíamos tender- de lograr mecanismos de información veraz ante las inquietudes que se formen al Poder Ejecutivo, y que en su calidad de administrador puede atender a solicitudes de municipios, ONGs, Diputados o Senadores entre otros supuestos.


Asimismo es también criterio positivo válido -que la inobservancia ante la obligación de responder-, debe llevar implícita su sanción caso contrario estaríamos ante una nueva declamación y no un instrumento operativo, y por ello contemplamos asimilar la inconducta del funcionario que no responda a los pedidos de informes con las multas previstas en idéntica inteligencia en los arts. 396 y 397 del CPCC.


Ejemplos donde inspirarse abundan, sin ir tan lejos la Ley Orgánica de las Municipalidades establece “... La falta de concurrencia del Intendente o secretarios cuando haya sido requerida su presencia por Decreto, o la negativa de ellos a suministrar la información solicitada por dicho cuerpo será considerado falta grave...” (Inc. 7 art. 108-Dec. Ley 6769/58 de la Ley Orgánica de las Municipalidades), y ante ello podría caber hasta la suspensión o destitución del Jefe Comunal (arts. 247, 249 y conc L.O.M)


Muchas veces debido a la vorágine de los actos cotidianos de la administración pública, los organismos o funcionarios no brindan la información requerida, produciendo así una afectación a las facultades de la Legislatura, perjudicando al Poder Ejecutivo al brindar una imagen de desconocimiento de otro poder del Estado, e impidiendo que se esclarezcan hechos y situaciones que justifican la solicitud de informes y su respuesta en tiempo y forma.

 Por las razones expuestas es que requerimos de los Sres. Diputados la aprobación del presente Proyecto de Ley
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